
 

 

JUZGADO TREINTA Y SIETE CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá D.C., tres (3) de febrero de dos mil veintitrés (2023).  

 

Ref.: Ejecutivo Singular N° 11001 3103 037 2017 00215 00 

 

Se decide el recurso de reposición que impetró el ejecutado BENJAMÍN 

TOMÁS HERRERA AMAYA contra el auto de 12 de mayo de 2017, 

contentivo del mandamiento de pago librado en el compulsivo singular 

que adelanta EDGAR EDUARDO FORERO PALACIOS contra el hoy 

recurrente y la CORPORACIÓN PARA LA INTEGRACIÓN Y EL 

DESARROLLO SOCIAL SOSTENIBLE – COINDES (como integrantes del 

CONSORCIO HUELLAS CHIPATÁ 2013). Se hace constar que el 

traslado secretarial de ese medio impugnatorio fue fijado en lista el 16 

de noviembre de 2022. 

 

I. ANTECEDENTES 

 

1. La inconformidad del recurrente. El señor HERRERA AMAYA 

fincó su disenso, así como la proposición de las excepciones previas de 

falta de jurisdicción, incapacidad del demandado y no haberse 

presentado prueba de la calidad en que se cita al enjuiciado, en los 

siguientes aspectos: 

 

1.1 El domicilio del CONSORCIO HUELLAS CHIPATÁ 2013 está en 

Bucaramanga y, por ende, el conocimiento del asunto corresponde a 

los jueces civiles del circuito de esa ciudad. 

 

1.2 No es obligado cambiario ni a nombre propio ni por intermedio de 

un tercero; además, el mandamiento de pago está dirigido contra el 

consorcio, que carece de personería jurídica y, como si fuera poco, no 

recibió dineros en sus arcas con ocasión del título base de recaudo. 

 

1.3 El representante legal del consorcio carece de facultades para 

obligar a sus integrantes, frente a terceros ajenos al contratante que 

ameritó la conformación de aquel, y tampoco le está permitido suscribir 

pagarés sin la autorización previa y por escrito de todos sus miembros, 

de modo que no puede predicarse ninguna responsabilidad solidaria. 

 

2. Réplica del no recurrente. EDGAR EDUARDO FORERO 

PALACIOS rebatió la impugnación horizontal así: a) la demanda se 

impetró contra los integrantes del consorcio; b) el representante legal, 

con amplias facultades y sin restricciones -Álvaro Mauricio Sánchez 

Vergara- obligó a los miembros del consorcio, previa recepción del 

dinero mutuado; c) el domicilio de origen, convenido para la solución 

de la acreencia, es Bogotá, lugar donde, además, están domiciliados 

tanto el convocante como el representante legal del consorcio. 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

1. El recurso de reposición “se encuentra instituido para posibilitar a 

un mismo funcionario judicial que reexamine sus propias decisiones, 
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desde luego, en línea de principio, en función de las circunstancias 

existentes en el momento en que las adoptó, y en caso de hallarlas 

desacertadas proceda directamente a revocarlas o reformarlas”1. 

 

De entrada, el alcance de ese medio impugnatorio en las ejecuciones 

está limitado a la discusión sobre si concurren o no los requisitos 

formales del título ejecutivo, y a la verificación de hechos que 

configuren excepciones previas o el beneficio de excusión (artículos 430 

y 442 del C.G.P.), claro está, sin perjuicio de la “potestad-deber” de 

“escrutar los documentos ejecutivos”, en aras de garantizar la 

impartición de justicia material, la igualdad real de las partes y la 

prevalencia del derecho sustancial. 

 

2.- Habiéndose verificado preliminarmente que el pagaré N° 1, creado 

el 20 de enero de 2014 y con vencimiento el 20 de abril del mismo año, 

satisface los requisitos previstos en los artículos 621 y 709 del estatuto 

mercantil y 422 del C.G.P.; advierte el Despacho que las excepciones 

previas propuestas al amparo de los numerales 1°, 4° y 6° del artículo 

100 del C.G.P., no tienen vocación de éxito, por las siguientes razones: 

 

Según el expediente, tanto la demanda como el mandamiento de pago 

se enfilaron contra los integrantes del CONSORCIO HUELLAS CHIPATÁ 

2013, es decir, la sociedad VM INGENIEROS LTDA. y la señora 

CLAUDIA SILVINA VILLAMIZAR MUJICA (quienes luego fueron 

excluidos de la ejecución por mandato legal, a raíz de la apertura de los 

procesos de reorganización en los que están incursas 2 ); la 

CORPORACIÓN PARA LA INTEGRACIÓN Y EL DESARROLLO SOCIAL 

SOSTENIBLE – COINDES y BENJAMÍN TOMÁS HERRERA AMAYA.  

 

Y de la lectura del acta de conformación del consorcio de fecha 27 de 

mayo de 2013, emerge que la responsabilidad de sus miembros se 

estableció como solidaria e ilimitada, sin ninguna restricción o 

condicionamiento, y que Álvaro Mauricio Sánchez Vergara fue investido 

de facultades amplias y suficientes para “tomar todas las 

determinaciones que fueren necesarias” en torno a la ejecución del 

contrato en cuya licitación participaron. Ninguno de esos aspectos se 

modificó en el otrosí de 6 de agosto de 2014 y ambos van de la mano 

con el criterio jurisprudencial vigente al respecto3. 

 

Aunque dicho otrosí cambió la sede o domicilio del consorcio de Bogotá 

a Bucaramanga, no es menos cierto que el lugar fijado para la 

satisfacción de la obligación cambiaria es Bogotá, debiéndose agregar 

que no hubo ninguna variación posterior sobre el particular, acorde al 

expediente; y que la ejecutante eligió expresamente el fuero 

contractual, esto es, “por el lugar de cumplimiento de la obligación”, 

como lo autoriza para los procesos ejecutivos el numeral 3° del artículo 

28 del C.G.P. 

                                                           
1 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, auto AC4482-2019 de 16 de 

octubre de 2019, exp. 2018-03899-00. 
2 Autos de 26 de julio y 9 de octubre de 2018. 
3 CSJ, Casación Civil, sentencia STC14951-2014 de 31 de octubre de 2014, reiterada 

en STC7632-2018 de 14 de junio de 2018. 
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3.- En ese panorama, teniendo en cuenta que los demás temas 

alegados por el recurrente corresponde plantearlos por la senda de las 

excepciones de mérito para su definición en la sentencia (como 

efectivamente lo hizo el señor HERRERA AMAYA), las excepciones 

previas de falta de jurisdicción, incapacidad del demandado y no 

haberse presentado prueba de la calidad en que se cita al enjuiciado 

serán desestimadas, imponiéndose mantener la orden compulsiva. 

 

4.- Finalmente, como ya quedó integrado el contradictorio y la parte 

actora descorrió el traslado de las excepciones de mérito, en auto aparte 

se resolverá sobre la etapa subsiguiente del litigio. 

 

III. DECISIÓN 

 

Por lo brevemente expuesto, el Juzgado 37 Civil del Circuito de Bogotá 

RESUELVE: 

 

Primero.- NO REPONER el mandamiento de pago emitido el 12 de 

mayo de 2017, dentro de la ejecución singular de EDGAR EDUARDO 

FORERO PALACIOS contra la CORPORACIÓN PARA LA INTEGRACIÓN 

Y EL DESARROLLO SOCIAL SOSTENIBLE – COINDES y BENJAMÍN 

TOMÁS HERRERA AMAYA (miembros del CONSORCIO HUELLAS 

CHIPATÁ 2013). 

 

Segundo.- Costas de la actuación a cargo del ejecutado recurrente. 

Inclúyanse como agencias en derecho en la liquidación respectiva la 

suma de $1’000.000. 

 

NOTIFÍQUESE 

       

HERNANDO FORERO DÍAZ 

Juez 

(2) 

 

 
JUZGADO TREINTA Y SIETE CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECRETARIA 
 
 

Bogotá, D.C. 6 de febrero de 2023 
Notificado por anotación en ESTADO No. 17 de esta misma fecha. 
 
El Secretario, 

 
 

JAIME AUGUSTO PEÑUELA QUIROGA 

 

 

D.A. 
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JUZGADO TREINTA Y SIETE CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá D.C., tres (3) de febrero de dos mil veintitrés (2023).  

 

Ref.: Ejecutivo Singular N° 11001 3103 037 2017 00215 00 

 

1.- Téngase en cuenta para los efectos legales pertinentes que el 

ejecutante descorrió en tiempo el traslado de las excepciones de mérito 

ordenado en auto anterior. 

 

3.- Habiéndose resuelto en auto aparte de esta fecha el recurso de 

reposición interpuesto contra el mandamiento de pago, y a fin de 

continuar con el trámite del presente asunto, se señala el día 27 de 

marzo de 2023 a partir de las 09:30 a.m., para que tenga lugar la 

audiencia inicial prevista en el artículo 372 del C.G.P., en la que se 

adelantará la conciliación, interrogatorios y declaraciones de parte, 

fijación del litigio y control de legalidad.  

 

Los interrogatorios y declaraciones de parte de los señores EDGAR 

EDUARDO FORERO PALACIOS y BENJAMÍN TOMÁS HERRERA 

AMAYA, y del representante legal de la CORPORACIÓN PARA LA 

INTEGRACIÓN Y EL DESARROLLO SOCIAL SOSTENIBLE – 

COINDES, pedidos por las partes y que se practicarán de oficio, se 

realizarán en dicha audiencia inicial. A fin de garantizar la 

contradicción de la prueba, todos los apoderados podrán interrogar 

incluso a sus representados. 

 

La inasistencia a la anterior audiencia  

En atención a lo previsto en el numeral 10° de la citada disposición, se 

decretan, además, las siguientes pruebas: 

 

A. Solicitadas por el ejecutante EDGAR EDUARDO FORERO 

PALACIOS 

 

i) Documentales: las aportadas con la demanda, según su eficacia 

y valor demostrativo. 

 

ii) Testimonios: se decreta como tal la declaración de MELISSA 

SERNA. La parte actora procurará la comparecencia de la deponente. 

 

B. Solicitadas por el ejecutado BENJAMÍN TOMÁS HERRERA 

AMAYA 

 

i) Documentales: las aportadas con el escrito de excepciones, según 

su eficacia y valor demostrativo. 

 

ii) Interrogatorio: Estarse a lo resuelto respecto de la audiencia 

inicial. Sin embargo, se advierte al interrogado EDGAR EDUARDO 

FORERO PALACIOS que en la audiencia inicial deberá exhibir los 

soportes documentales que sustentan la obligación a que alude el 

pagaré base del recaudo, conforme se pidió por el accionado acá 

referido. 



 

2 
 

 

iii) Pericial: El demandado Benjamín Tomás Herrera Amaya 

presentará el peritaje rendido por un experto en documentología y 

grafología forense para que, se pronuncie sobre los aspectos referidos 

en el numeral 3° del acápite probatorio de su escrito de excepciones. 

 

El solicitante de la prueba asumirá las cargas procesales y las gestiones 

necesarias para poner el documento en cuestión a disposición del 

perito, incluyendo la acreditación previa del experto ante el Despacho, 

y el desglose del prenombrado documento, del cual la Secretaría deberá 

dejar en el expediente la constancia respectiva. EL PLAZO PARA 

RENDIR EL DICTAMEN SERÁ DE UN MES CONTADO A PARTIR DE LA 

FECHA DE NOTIFICACIÓN DE ESTE AUTO.   

 

iii) Oficios: Se niega la solicitud de oficiar a la DIRECCIÓN DE 

IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES, por resultar impertinente y 

superflua, dado que, de un lado, el ejecutado no suministró explicación 

alguna en torno a lo que pretende demostrar con la documentación 

enunciada en los numerales 2° y 4° del acápite respectivo del escrito de 

excepciones y, de otra parte, ya se dispuso que el ejecutante exhiba los 

soportes documentales del crédito cuya satisfacción reclamó. 

 

C. Solicitadas por la ejecutada CORPORACIÓN PARA LA 

INTEGRACIÓN Y EL DESARROLLO SOCIAL SOSTENIBLE – 

COINDES 

 

i) Documentales: las aportadas con el escrito de excepciones, según 

su eficacia y valor demostrativo. 

 

ii) Interrogatorio: Estarse a lo resuelto al inicio de este proveído 

frente a la audiencia inicial y la práctica en dicha etapa de los 

interrogatorios y declaraciones de parte.   

 

iii) Oficios: Se niegan las solicitudes de oficiar al FOSYGA (hoy 

ADRES), a la SUPERINTENDENCIA FINANCIERA DE COLOMBIA y al 

representante legal del CONSORCIO HUELLAS CHIPATÁ 2013 y/o al 

MUNICIPIO DE CHIPATÁ – SANTANDER, por lo siguiente: 

 

En primer lugar, ninguna utilidad reporta para dilucidar el objeto del 

proceso, la explicación de los protocolos o procedimientos de: afiliación 

de trabajadores de consorcios al sistema de seguridad social en salud, 

pensiones y riesgos profesionales; apertura de productos financieros 

por parte de consorcios; y constitución de garantías únicas de 

cumplimiento del contrato ejecutado por el Consorcio a favor del 

Municipio. 

 

Y, en segundo término, nada obstaba para que la interesada gestionara 

la obtención de la documentación atinente a tales aspectos, mediante 

el ejercicio del derecho fundamental de petición. 
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Adviértasele a las partes y apoderados que la inasistencia injustificada 

a esta audiencia acarreará las sanciones procesales previstas en el 

numeral 4° del artículo 372 del C.G.P. 

 

4.- De otro lado, la audiencia de instrucción y juzgamiento se llevará 

a cabo el día 30 de marzo de 2023 a las 09:30 a.m. en esa calenda 

se oirá al perito o peritos si fuere necesario, al testigo decretado, los 

alegatos de conclusión y se expedirá sentencia oral o se anunciará su 

sentido para emitirla en forma escrita.   

 

5.- Conforme a la Ley 2213 de 2022, las diligencias aquí programadas 

se llevarán a cabo inicialmente de manera virtual y con tal propósito se 

informará oportunamente a las partes, vía correo electrónico, el vínculo 

o enlace y el programa a través del cual se conectarán para su 

realización. Sólo se dispondrá que la exhibición documental ordenada 

al ejecutante sea presencial y en las instalaciones del Juzgado, si ello 

fuere absolutamente necesario, o si las partes lo solicitan de común 

acuerdo. 

 

NOTIFÍQUESE 

       

HERNANDO FORERO DÍAZ 

Juez 

(2) 

 

 
JUZGADO TREINTA Y SIETE CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECRETARIA 
 
 

Bogotá, D.C. 6 de febrero de 2023 
Notificado por anotación en ESTADO No. 17 de esta misma fecha. 
 
El Secretario, 

 
 

JAIME AUGUSTO PEÑUELA QUIROGA 

 

 

D.A. 
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JUZGADO TREINTA Y SIETE CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá D.C., tres (3) de febrero de dos mil veintitrés (2023).  

 

Ref: Declarativo No. 11001 31 03 037 2020 00224 00 

 

El Despacho de conformidad con lo manifestado por la parte 

demandante en escrito del 23 de septiembre de 2022 y de acuerdo con 

lo establecido en el artículo 312 del Código General del Proceso, 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: ACEPTAR el acuerdo transaccional celebrado por 

los extremos en litigio.  

 

SEGUNDO: DECLARAR terminado el presente proceso 

declarativo por TRANSACCIÓN.  

 

TERCERO: DECRETAR la cancelación de las medidas de 

embargo y secuestro que se encuentren vigentes. Si existiere embargo 

de remanentes, póngase a disposición del Juzgado respectivo. Ofíciese. 

 

Teniendo en cuenta que los oficios ordenados en sentencia 

anticipada se requieren para dar cumplimiento al acuerdo 

transaccional, se requiere a Secretaría para que proceda a elaborar y 

remitir a la parte interesada los oficios ordenados en autos. 

 

CUARTO:: Sin condena en costas. 

 

QUINTO: En firme el presente proveído y cumplido lo 

ordenado, ARCHÍVENSE las diligencias. 

 

 

 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE  

      
HERNANDO FORERO DÍAZ 

Juez 

  

 

JUZGADO TREINTA Y SIETE CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
SECRETARIA 

 
 

Bogotá, D.C., 6 de febrero de 2023  
Notificado por anotación en ESTADO No. 17 de esta misma fecha. 
 
El Secretario, 

 
 

JAIME AUGUSTO PEÑUELA QUIROGA 
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JUZGADO TREINTA Y SIETE CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá D. C., tres (3) de febrero de dos mil veintitrés (2023).  

 
Ref.: Declarativo (ejecutivo a continuación) N° 11001 3103 037 2020 00084 00 

 

 En relación con el recurso de reposición (en subsidio apelación), 

promovido por la ejecutada contra el auto de fecha 11 de noviembre de 

2022, mediante el cual se decretó terminado el asunto de la referencia 

por pago total, se ordenó entregar a la parte actora la suma de 

$6’265.826, el reintegro del saldo al ejecutado y se abstuvo de decidir 

los demás recursos propuestos contra providencias del 20 de abril, se 

expone lo siguiente: 

 

 El fundamento de la inconformidad radica en que si bien hizo un 

pago por la cantidad antes referida, no podía entenderse como un 

asentimiento a la intención del ejecutante de lograr la satisfacción de 

su acreencia por aquella cantidad, y que es el Juzgado quien debería 

definir si le asiste al recurrente el derecho a la deducción de una 

cantidad a título de retención en la fuente por daño emergente, debido 

a que en su criterio el régimen tributario de la entidad es menester 

hacer ese descuento y no disponer de un pago total del saldo de la 

condena. 

 

 Precisamente el Juzgado decretó la terminación por pago total, en 

razón a que como se destacó en el auto recurrido, mediante decisión 

del 5 de octubre de 2021 se actualizó la condena impuesta en fallos de 

primera y segunda instancia, arrojando para esa fecha un total de 

$42’.031.144.1 como daño emergente y $20’167.657,4 como lucro 

cesante. También se aprobó la liquidación de costas en cuantía de 

$7’817.052. 

 

Como quiera que el hoy ejecutado había consignado a órdenes 

del Juzgado y por cuenta del proceso la suma de $63’750.028 mediante 

depósitos efectuados los días 26 y 30 de marzo de 2021, se ordenó su 

descuento de la sumatoria de las cantidades referidas en el párrafo 

anterior, así como la entrega al accionante y en consecuencia, se destacó 

como saldo pendiente de pago a cargo de la querellada, la cantidad de 

$6’625.825,5. 

 

Mas adelante, se constató que mediante depósito No. 

400100008234277 constituido el 22 de octubre de 2021, la compañía 
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accionada consignó a órdenes del Juzgado la suma de $1’817.052 y más 

adelante, el 26 de octubre de 2021 se constituyó el título No. 

400100008236766 por $4.448.774,00, cantidades que en total suman 

$6.265.826, que es la cifra indicada previamente por el Juzgado como 

saldo pendiente de pago a cargo de la hoy ejecutada. 

 

Es de anotar que sobre la posibilidad de deducir retención en 

la fuente el valor de la condena ya se pronunció el Juzgado mediante la 

providencia adiada el 5 de octubre de 2021 (ver archivo 

41AutoActualizaCondena20211005.pdf, cuaderno principal), de modo 

que lo resuelto sobre el particular ya adquirió ejecutoria y no puede 

retomarse el debate sobre ese punto, como para reabrir la discusión 

sobre cuál es la cuantía a cargo de la ejecutada y los descuentos que 

ella puede hacer. 

 

Ha de advertirse en todo caso que el pago debe efectuarse de 

conformidad con el tenor de la obligación y no se le puede obligar al 

acreedor a recibir otra cosa que se deba (art. 1627 CC), debe ser 

completo y no se le puede obligar a recibir por partes lo que se adeuda 

(art. 1649 ibídem). Adicionalmente, solicitado o efectuado el pago íntegro 

de la deuda conforme lo ordenado en la sentencia, impide volverse atrás 

a quien lo invoca o efectúa, so pretexto de discusiones sobre quien debe 

desembolsar conceptos como retención en la fuente u otras cuestiones 

que impidan la satisfacción completa de la obligación (ver auto del 29 

de septiembre de 1997, Tribunal Superior de Bogotá). 

 

Por lo anterior se mantendrá incólume la providencia atacada 

en todos sus apartes. Se concederá en el efecto devolutivo la alzada 

propuesta de manera subsidiaria. Se precisa que, sin perjuicio de lo que 

se resuelva por el ad quem y atendiendo el efecto en que se otorga la 

impugnación, lo concerniente a la entrega de dineros ordenada en el 

auto materia de censura.  

 

III. DECISIÓN 

 

 Por lo expuesto, el Juzgado 37 Civil del Circuito de Bogotá 

RESUELVE: 
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 Primero.- NO REPONER el auto de fecha 11 de noviembre de 

2022, por lo expuesto en esta providencia.   

 

 Segundo.- CONCEDER el recurso de apelación promovido de 

manera subsidiaria, EN EL EFECTO DEVOLUTIVO. Previo traslado de 

que trata el artículo 326 del C. G. P., Secretaría enviará copia digital de 

este expediente -sin pago de expensas- al Superior para el trámite de 

dicha alzada.  

 

 Tercero.-  Atendiendo lo dispuesto en esta providencia y el efecto 

en que se concedió el recurso de apelación, dese cumplimiento a lo 

ordenado en el auto recurrido en torno a la orden de entrega de dineros 

a las partes, sin perjuicio de lo que resuelva el superior. 

  

  

 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE  

      
HERNANDO FORERO DÍAZ 

Juez 

  

 

JUZGADO TREINTA Y SIETE CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
SECRETARIA 

 
 

Bogotá, D.C., 6 de febrero de 2023  
Notificado por anotación en ESTADO No. 17 de esta misma fecha. 
 
El Secretario, 

 
 

JAIME AUGUSTO PEÑUELA QUIROGA 
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JUZGADO TREINTA Y SIETE CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá D.C., tres (3) de febrero de dos mil veintitrés (2023).  

 

Ref.: Pertenencia N° 11001 3103 037 2019 00453 00 

 

1.- Previo a tener por notificados del auto admisorio de la demanda a 

los enjuiciados JUAN ORTEGA, JUDITH ORTEGA y PABLO ENRIQUE 

ORTEGA AMAYA, requiérase a la parte actora para que adjunte la 

constancia de acuse de recibo de los mensajes remitidos desde el 

buzón de correo santos.phlegal@gmail.com, a las direcciones 

juan.ortega94@hotmail.com, judyortega99@gmail.com y 

pabloortega0581946@gmail.com, los días 3 de junio y 26 de julio de 

2022, respectivamente, o en su defecto, la constancia de que tuvieron 

contacto con el mensaje. 

 

Nótese que, al tenor del artículo 8° del Decreto 806 de 2020 (hoy 

adoptado como legislación permanente por la Ley 2213 de 2022), no 

basta con demostrar el envío del correo en el buzón de la persona a 

notificar, sino que es necesario acreditar su recepción en la dirección 

electrónica de destino. Lo anterior, so pena de que los aludidos 

demandados sean tenidos como no notificados del auto admisorio del 

escrito introductor. 

 

Recuérdese que el acuse de recibo es “la información relativa a que el 

correo fue recibido, bien por el servidor de correo del remitente, o por el 

servidor de correo del destinatario […] o por el mismo destinatario de la 

misiva -voluntariamente-”, y puede demostrarse “a través i) del acuse de 

recibo voluntario y expreso del demandado, ii) del acuse de recibo que 

puede generar automáticamente el canal digital escogido mediante sus 

«sistemas de confirmación del recibo», como puede ocurrir con las 

herramientas de configuración ofrecidas por algunos correos 

electrónicos, o con la opción de «exportar chat» que ofrece WhatsApp, o 

inclusive, con la respectiva captura de pantalla que reproduzca los dos 

«tik» relativos al envío y recepción del mensaje, iii) de la certificación 

emitida por empresas de servicio postal autorizadas y, iv) de los 

documentos aportados por el demandante con el fin de acreditar el 

cumplimiento de las exigencias relativas a la idoneidad del canal digital 

elegido”1. 

 

2.- Habiéndose acreditado en legal forma el emplazamiento de los 

demandados indeterminados, se designa como su curador ad litem a 

EDNA MILENA MORALES VARGAS (milenamorales2710@gmail.com). 

Comuníquese la designación con las advertencias de rigor por el medio 

más expedito (numeral 7° del artículo 48 del C.G.P.), y, en su 

oportunidad, notifíquesele al designado en legal forma el auto 

admisorio de la demanda junto con la presente determinación. 

  

                                                           
1 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia STC16733-2022 de 14 

de diciembre de 2022, exp. 2022-00389-01. 

mailto:santos.phlegal@gmail.com
mailto:juan.ortega94@hotmail.com
mailto:judyortega99@gmail.com
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NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE  

      
HERNANDO FORERO DÍAZ 

Juez 

  

 

JUZGADO TREINTA Y SIETE CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
SECRETARIA 

 
 

Bogotá, D.C., 6 de febrero de 2023  
Notificado por anotación en ESTADO No. 17 de esta misma fecha. 
 
El Secretario, 

 
 

JAIME AUGUSTO PEÑUELA QUIROGA 

 

D.A. 
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JUZGADO TREINTA Y SIETE CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá D.C., tres (3) de febrero de dos mil veintitrés (2023).  

 

Ref: Pertenencia No. 11001 31 03 037 2019 00478 00 

 

Con fundamento en lo previsto por el artículo 317 del Código 

General del Proceso, el Despacho dispone:  

 

Requerir a la parte demandante para que en el término de 

treinta (30) días contados a partir de la notificación del presente auto, 

surta la notificación de la parte demandada, tal como fue ordenado en 

autos, so pena de decretar la terminación del mismo con sujeción a la 

normatividad citada.  

 

La presente providencia quedará notificada por estado, por 

disposición expresa de la norma señalada. 

 

Por otra parte, por Secretaría a la mayor brevedad remítase 

la información solicitada por el Juzgado 3º Administrativo de Bogotá 

Sección Primera en Oficio N° J3A 23-016 del 27 de enero de 2023. 

Ofíciese. 

 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE  

      
HERNANDO FORERO DÍAZ 

Juez 

  

 

JUZGADO TREINTA Y SIETE CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
SECRETARIA 

 
 

Bogotá, D.C., 6 de febrero de 2023  
Notificado por anotación en ESTADO No. 17 de esta misma fecha. 
 
El Secretario, 

 
 

JAIME AUGUSTO PEÑUELA QUIROGA 

 

Firmado Por:

Hernando  Forero Diaz

Juez

Juzgado De Circuito

Civil 037

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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JUZGADO TREINTA Y SIETE CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá D. C., tres (3) de febrero de dos mil veintitrés (2023).  

 

Ref.: Ejecutivo Singular N° 11001 3103 037 2022 00265 00 

 

De conformidad con el artículo 438 del C. G. P., SE CONCEDE el 

recurso de apelación promovido por la parte demandante contra el auto 

16 de enero de 2023 (que por vía de reposición negó el mandamiento 

ejecutivo), en el EFECTO SUSPENSIVO. 

 

Por secretaría córrase traslado de que trata el artículo 326 del C. 

G. P. y cumplido, remítase el expediente digital al superior para lo de 

su competencia. 

 

Una vez resuelta la alzada, se proveerá lo concerniente al 

levantamiento o vigencia de las medidas cautelares, según la decisión 

del ad quem.  

 

 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE,  

      
HERNANDO FORERO DÍAZ 

Juez 

 

 
 

JUZGADO TREINTA Y SIETE CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
SECRETARIA 

 
 

Bogotá, D.C. 6 de febrero de 2023 
Notificado por anotación en ESTADO No. 17 de esta misma fecha. 
El Secretario, 
 
 

JAIME AUGUSTO PEÑUELA QUIROGA 
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JUZGADO TREINTA Y SIETE CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá D.C., tres (3) de febrero dos mil veintitrés (2023) 

 

Ref: Declarativo No. 110014003 031 2017 01239 00 de 

FUNDACIÓN HOSPITALARÍA SAN VICENTE DE PAUL en contra del 

MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL- 

ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL 

DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD -ADRES. 

 

Este Despacho de conformidad con lo normado en el inciso 

tercero del artículo 12 de la Ley 2213 de 2022, se resuelve por escrito 

el recurso de apelación propuesto únicamente por la entidad 

demandante contra la sentencia que el Juzgado 31 Civil Municipal de 

esta ciudad profirió el 15 de febrero de 2022, en el juicio compulsivo 

de la referencia. 

 

Téngase en cuenta que la parte demandada no sustentó el 

recurso de alzada en los términos establecidos en el artículo 12 en 

comento, por lo que este Despacho DECLARA DESIERTO el recurso de 

apelación presentado. 

 

ANTECEDENTES 

 

1.- La Fundación Hospitalaria San Vicente De Paul, presentó 

demanda declarativa en contra del Ministerio de Salud y Protección 

Social y la Administradora De Los Recursos Del Sistema General De 

Seguridad Social En Salud -ADRES, con el fin de que con el fin de 

obtener la declaración de la existencia de las obligaciones derivadas de 

las atenciones prestadas por la demandante, que constan en las trece 

(13) facturas aportadas dentro del plenario y como consecuencia se 

ordene su pago y se condene al pago de intereses moratorios. 

 

2.- Las pretensiones se fundaron en que la entidad 

hospitalaria demandante en virtud de su deber legal previsto en la Ley 

100 de 1993 y demás normas que de allí se derivan, atiende a través 

del servicio de urgencias a todas las personas sin distinción alguna de 

su capacidad económica o cobertura de seguro y por tanto prestó sus 

servicios médicos a víctimas de accidente de tránsito cuya cobertura 

no pudo ser cargada a las aseguradoras a través del Seguro Obligatorio 

de Accidentes de Tránsito - SOAT, toda vez que i) se superó el límite de 

cobertura; ii) el vehículo involucrado en el accidente no contaba con 

póliza de seguro y iii) una de las pólizas presentadas resultó ser falsa, 

situación que la obliga a generar el recobro de los mismos ante la 

entidad demandada.  

 

Afirma la apoderada actora que si bien las facturas fueron 

glosadas con la observación de haber sido presentadas de manera 

extemporánea, lo cierto es que tal “advertencia proceso” únicamente 

opera para reclamación administrativa y no la inhabilita para acudir 

ante la jurisdicción ordinaria civil con miras a que se declare que 
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existió la efectiva prestación del servicio y por lo tanto la obligación de 

cancelar los emolumentos con cargo al FOSYGA -hoy ADRES-. 

 

Actuación procesal 

 

3.- La demandada Ministerio de Salud y Protección Social, 

una vez notificada, guardó silencio. Por su parte, la Administradora de 

los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud -

ADRES propuso las excepciones de “PRESCRIPCIÓN”, con base en que 

ya había transcurrido más de los dos (2) años que contempla el artículo 

122 del Decreto 019 de 2012 reglamentado por el decreto 1865 de 2012 

y desarrollado por la Resolución del MSPS 2977 de 2012 para formular 

el recobro pretendido. 

 

Igualmente alegó “CULPA EXCLUSIVA DE LA ENTIDAD 

RECLAMANTE” e “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN” por cuanto la 

entidad demandante no reclamó en tiempo ni cumplió los requisitos 

establecidos en la norma para que las facturas que acá se debaten sean 

declaradas como existentes, por lo que dicha responsabilidad no puede 

ser atribuida a la demandada. 

 

Por último, planteó las de “IMPROCEDENCIA DEL PAGO DE 

INTERESES MORATORIOS” y “LA INDEXACIÓN DE LAS SUMAS DE 

DINERO SOLICITADAS ES UN COMPONENTE DEL INTERÉS 

MERCANTIL.”, dado que no se establece legalmente que cuando las 

facturas se radican de manera extemporánea haya lugar al 

reconocimiento de intereses de mora o indexación alguna. 

 

Sentencia de primera instancia 

 

4.- El juez a quo accedió parcialmente a las pretensiones 

frente a la declaración de existencia de las obligaciones contenidas en 

las facturas 4000320397, 4000362187, 4000470165, 4000345938 y 

4000374108, así como el reconocimiento de intereses de mora sobre 

éstas, con fundamento en lo siguiente: 

 

4.1. Después de no declarar probada la prescripción alegada 

en tanto, opera para acciones directas y no para las ordinarias como 

la que acá se pretende conforme el artículo 2536 del Código Civil, tuvo 

por acreditado que efectivamente la demandante prestó los servicios 

médicos de los que se derivó la existencia de las facturas demandadas, 

pues corresponde a la entidad demandada la carga de demostrar que 

no fue así, situación que no se dio dentro del debate probatorio y que 

éste no era el escenario para llevar a cabo una auditoria médica al 

respecto. Sin embargo, revisados los términos establecidos en el 

artículo 111 del Decreto Ley 019 de 2012, artículo 4 del Decreto Ley 

1281 de 2002 y artículo 23 del Decreto 4747, si bien la parte 

demandante presentó para su cobro de forma extemporánea las 

facturas citadas, lo cierto, es que la ADRES no tramitó las glosas 

dentro del término de treinta (30) días para cinco (5) de ellas, quedando 
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relevada la demandante de la causal de extemporaneidad y autorizó el 

cobro de los intereses de mora.  

 

Reparos de la parte demandante. 

 

5.- Indicó que si bien el artículo 13 del Decreto 1281 de 2002 

modificado por el artículo 111 de la Ley 019 de 2012 establece el 

término de seis (6) meses para para que se predique la 

extemporaneidad de las facturas no presentadas en dicho término, no 

se inhabilita para que se pueda perseguir el cobro de las mismas a 

través de la justicia ordinaria, pues lo que se ha agotado es el trámite 

administrativo entre las entidades que conforman la Litis. 

 

En ese sentido, al dejar operar la extemporaneidad descrita, 

le corresponde a las IPS conforme los artículos 6 del Decreto 3990 de 

2007 y de la Resolución 1915 de 2008, ejercer las acciones judiciales 

a que haya lugar para que por vía judicial se constituyan las 

obligaciones a cargo de la ADRES. Tal circunstancia no la tuvo en 

cuenta la juez de primera instancia pues el término referido de seis (6) 

meses y un (1) año hace referencia a la reclamación administrativa sin 

que ello determine la inexistencia entonces de los servicios médicos 

prestados que obran en las documentales adosadas a las ocho (8) 

facturas restantes, aunado a que la extemporaneidad se debe al hecho 

de un tercero (aseguradoras) en la mora de la expedición de las cartas 

tope, de manera que solicita sea revocado el numeral sexto de la 

sentencia de primera instancia para incluir dentro de las obligaciones 

con cargo a la demandada las facturas Nos. 1845221, 4000612576, 

4000613024, 4000617109, 4000617126, 4000623100, 1845235 y 

4000561063.  

 

CONSIDERACIONES 

 

1.- Corresponde al despacho decidir el recurso de apelación 

propuesto por la ejecutante, dentro de los límites del artículo 328 del 

Código General del Proceso, para lo cual se tendrá en cuenta lo 

siguiente:  

 

Planteamiento del caso 

 

2.- En el presente asunto la Fundación Hospitalaria San 

Vicente De Paul, pretende la declaración de la existencia de las 

obligaciones derivadas de las atenciones prestadas por la demandante, 

que constan en trece (13) facturas aportadas dentro del plenario y 

como consecuencia se ordene su pago y se condene al pago de intereses 

moratorios.  

 

Por su parte, la demandada Administradora de los Recursos 

del Sistema General de Seguridad Social en Salud -ADRES, alega que 

no hay lugar a declarar la constitución de las obligaciones contenidas 

en las facturas por cuanto, no se atendieron los términos ni 

procedimientos establecidos en la norma para su recobro, tal 
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responsabilidad no puede ser trasladada a la demandada y mucho 

menos que a raíz de la extemporaneidad se generen intereses de mora 

o indexación de las sumas reclamadas.  

 

Precisado lo anterior, para resolver debemos considerar lo 

siguiente: 

 

Caso concreto 

 

3.- Partamos por establecer, que para el recobro de los 

servicios médicos prestados por las entidades como la demandante 

ante el FOSYGA en su momento hoy ADRES, en asuntos de urgencias 

con ocasión a accidentes de tránsito y que no son cubiertos por las 

aseguradoras mediante el SOAT, se determinó el trámite 

administrativo en distintas normativas, entre ellas, la Ley 100 de 1993, 

Decreto Ley 1281 de 2002 modificado por el Decreto Ley 019 de 2012, 

Decreto 4747 de 2007.  

 

En ese sentido, si bien la parte demandada finca su defensa 

en la falta de diligencia al radicar las facturas de manera extemporánea 

por parte de la demandante y que por lo tanto pierde el derecho de 

reclamar totalmente el pago de las mismas, el Despacho debe recalcar 

que las normas en comento establecen todo lo relacionado con el 

trámite administrativo que se surte entre las entidades en conflicto, 

sin que ello per sé regule de paso el procedimiento declarativo de 

obligaciones como las que en este caso se pretende.  

 

Igualmente, este no sería el escenario para debatir si el 

proceso y resolución administrativa dada a las facturas fue o no 

correcto pues para debatir las decisiones de dicho carácter se 

encuentra la jurisdicción contencioso administrativa y es allí donde se 

entraría a debatir sobre la aplicación de las normas referentes al 

trámite ya varias veces citado.  

 

En ese sentido, la Corte Constitucional al ejercer el control 

de constitucionalidad del artículo 13 del Decreto Ley 1281 de 2002 y 

que para la fecha de la situación fáctica fue modificado por el artículo 

111 de la Decreto Ley 019 de 2012, determinó que: 

 

“(…) sobre el hecho de que el supuesto del que parte la actora 

solamente se dará si precisamente pasados seis meses desde i) “la 

generación” o ii) “establecimiento de la obligación de pago”, o iii) “de la 

ocurrencia del evento”, según corresponda, no se ha acudido a la 

administración para efectuar el cobro o reclamación que deba atenderse 

con recursos de las diferentes subcuentas del Fosyga. 

La norma obliga en efecto a efectuar las reclamaciones 

en el término señalado so pena, no de perder el derecho al pago 

de la obligación de que se trate -el cual podrá obtenerse en todo 

caso por vía judicial pasado dicho término- sino de la posibilidad 

de reclamarla por vía administrativa ante el Fosyga.  (…)  
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Dado que como ya se señaló el Legislador en el ejercicio de su 

potestad de configuración de los procedimientos administrativos está 

sometido a los principios de razonabilidad y proporcionalidad, la Corte 

considera necesario hacer las siguiente precisiones sobre el alcance de 

la  disposición acusada y en particular de las expresiones “En 

consecuencia, no podrá efectuarse por vía administrativa su 

reconocimiento con posterioridad al término establecido” contenidas en 

el primer inciso de dicha disposición. 

De antemano cabe aclarar i) que con el artículo acusado 

no se está desconociendo la existencia de las obligaciones a 

cargo del Fosyga pasados los seis meses a que él alude; la 

disposición solamente establece la imposibilidad de reclamarlas 

por vía administrativa, y ii) que el término de seis meses a que alude 

el artículo acusado ha de contarse lógicamente a partir del momento en 

que la persona o entidad que debe realizar la reclamación está 

efectivamente en posibilidad de hacerla ante el Fosyga.”1 (destacado del 

Despacho) 

 

Entonces, se advierte que la diferencia que existe entre el 

trámite administrativo y el declarativo judicial que acá se persigue, es 

que el propósito de la primera regulación es generar una efectividad y 

cuidado de los recursos del Sistema General de Seguridad Social, en 

tanto, permite la reclamación directa dentro de unos términos y 

formalidades, de los costos en que incurrieron los prestadores de salud 

al FOSYGA (hoy ADRES) y que sobre las atenciones que resultaren 

glosadas en este caso por extemporaneidad, mientras que lo segundo 

busca que se controvierta una situación fáctica mediante el trámite 

judicial para que se reconozca una condena mediante sentencia 

ejecutoriada emitida por un funcionario de la justicia ordinaria. 

 

Por lo tanto, lo que compete determinar a esta Judicatura es 

si realmente existió una prestación o no del servicio médico sin entrar 

a una extensa auditoria médica, pues la parte demandada además de 

insistir sobre la extemporaneidad de las facturas no arrimó ningún 

elemento de prueba que permita inferir que el servicio no se prestó a 

los usuarios, pues de los anexos de cada una de las facturas de las que 

no se accedió a su reconocimiento por parte de la juez de primera 

instancia, es decir, las números 4000561063, 1845221, 4000612576, 

4000613024, 4000617109, 4000617126, 4000623100 y 1845235, se 

observa que cada una de ellas tiene: i) la identidad del usuario; ii) carta 

cupo expedida por las aseguradoras o certificación de que no se 

encuentra asegurado bajo la modalidad SOAT, el vehículo que causó 

el accidente; iii) radicación de las cuentas ante el FOSYGA hoy ADRES; 

iv) historias clínicas y órdenes de procedimientos generados para el 

tratamiento de cada uno de los pacientes que hicieron uso del servicio 

de urgencias atendiendo en cada uno de los casos la gravedad de los 

accidentes sufridos y que reunidas las mismas dan cuenta con certeza 

de que efectivamente la demandante prestó sus servicios médicos y 

que estos atendiendo que no pudieron ser con cargo a las 

aseguradoras, debido a según cada caso en algunas se excedió el límite 

                                                 
1 Sentencia C-510-04 de 25 de mayo de 2004, Magistrado Ponente Dr. Álvaro Tafur Galvis 
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de cobertura o no contaron ella, la responsable de pagar dichos 

emolumentos es la ADRES a través de la subcuenta destinada para el 

efecto 

 

Con base en lo anterior, encuentra el Despacho que debe 

declararse la existencia de obligación de pago de las trece (13) facturas 

presentadas ante la demandada con números 4000320397, 

4000362187, 4000470165, 4000345938, 4000374108, 4000561063, 

1845221, 4000612576, 4000613024, 4000617109, 4000617126, 

4000623100 y 1845235. 

 

Conclusiones 

 

5.- Así las cosas, sin necesidad de consideraciones 

adicionales, se revocará el ordinal sexto y se modificará los ordinales 

tercero, cuarto, quinto y séptimo de la sentencia apelada. La condena 

en costas estará a cargo de la parte demandada, de conformidad con lo 

previsto en el numeral 5º del artículo 365 del CGP. 

 

DECISION 

 

En virtud de lo expuesto, el Juzgado Treinta y Siete Civil del 

Circuito de Bogotá D.C., administrando Justicia en nombre de la 

República y por autoridad de la ley, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: REVOCAR el ordinal sexto de la sentencia 

proferida el 15 de febrero de 2022 por el Juzgado Treinta y Uno Civil 

Municipal de esta ciudad, por las razones expuestas. 

 

SEGUNDO: MODIFICAR los ordinales tercero, cuarto, quinto 

y séptimo de la sentencia apelada, para que en su lugar los mismos 

queden así: 

“TERCERO: SE DECLARA la existencia de la 

obligación de pago pretendida respecto de las facturas las 

facturas 4000320397, 4000362187, 4000470165, 

4000345938, 4000374108, 4000561063, 1845221, 

4000612576, 4000613024, 4000617109, 4000617126, 

4000623100 y 1845235. 

 

CUARTO. Se CONDENA a la NACIÓN –MINISTERIO 

DE SALUDADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL 

SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD – 

ADRES debe a la FUNDACIÓN HOSPITALARIA SAN 

VICENTE DE PAÚL la suma de TREINTA Y DOS MILLONES 

OCHOCIENTOS DIECIOCHO MIL CIENTO CUARENTA Y 

CINCO PESOS ($32.818.145ML/CTE.), correspondiente a las 

facturas 4000320397, 4000362187, 4000470165, 

4000345938, 4000374108, 4000561063, 1845221, 
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4000612576, 4000613024, 4000617109, 4000617126, 

4000623100 y 1845235. 

 

QUINTO: SE CONDENA a NACIÓN –MINISTERIO DE 

SALUDADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL 

SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD – 

ADRES a pagar a la FUNDACIÓN HOSPITALARIA SAN 

VICENTE DE PAÚL, los intereses moratorios a la tasa 

establecida por la DIAN, sobre los valores reconocidos, a 

partir de la fecha de radicación de las facturas números 

4000320397, 4000362187, 4000470165, 4000345938 y 

4000374108 y hasta que se realice el pago. 

 

SEPTIMO: SE CONDENA EN COSTAS, a la parte 

demandada en un 80% del valor de las costas en virtud de la 

prosperidad parcial de las excepciones (art. 365- 5. C.G.P.).” 

 

 

TERCERO: SIN COSTAS en esta instancia.   

 

CUARTO: DEVOLVER el expediente al juzgado de origen para 

lo de su cargo. 

 

QUINTO: Téngase en cuenta que la demandada no sustentó 

ante el ad quem su alzada, por lo que tiene como desierta su 

impugnación.  

 

 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE  

      
HERNANDO FORERO DÍAZ 

Juez 
  

 

JUZGADO TREINTA Y SIETE CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
SECRETARIA 

 
 

Bogotá, D.C., 6 de febrero de 2023  
Notificado por anotación en ESTADO No. 17 de esta misma fecha. 
 
El Secretario, 

 
 

JAIME AUGUSTO PEÑUELA QUIROGA 
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